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DIVISIÓN DE CONTRATACION ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase

al oficio  No. 12178

28 de agosto, 2006

DCA-2561

Licenciado

Mauricio Alvarado Delgadillo

Alcalde Municipal

Municipalidad de Golfito

Golfito, Puntarenas

Estimado señor:

Asunto:  Consulta sobre posibilidad de dar en arrendamiento, mediante contratación directa, el muelle Municipal de Golfito.

No sin antes dar disculpas por la dilación a la presente gestión.

Se da respuesta a su nota s/n, ingresada a esta Contraloría General bajo el número 11608, mediante la cual plantea consulta sobre la posibilidad de dar en arrendamiento, mediante contratación directa, el muelle Municipal de Golfito.

Se expone la consulta de cita en los siguientes términos:

“El Muelle municipal de Golfito, se encuentra en estado de deterioro y con el actual presupuesto no se podrían efectuar obras que tiendan a su reparación y mantenimiento  de manera que de proseguir esta situación se estaría prácticamente dejando en abandono este bien Municipal.

Por lo que es necesario tomar acciones inmediatas, para evitar la anterior situación, con las graves consecuencias que acarrearía para la comunidad y la economía del Cantón.

Por consiguiente la consulta es, si este municipio podría dar en arrendamiento este Bien Municipal, de forma directa suscribiendo un contrato con el interesado.

O en su defecto habría que proceder con lo estipulado en la Ley de Contratación Administrativa cumpliendo los trámites de la licitación Pública”.

A fin de dar respuesta a su planteamiento, resulta meritorio exponer las siguientes observaciones:

I. Sobre la disposición legal que sobre un muelle puede tenerse, de conformidad con la Constitución Política


Señala la Carta Magna en el numeral que se dirá:

“Artículo 121.

Además de las otras atribuciones que le confiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa:

(...)

14) Decretar la enajenación o la aplicación a usos públicos de los bienes propios de la Nación.

No podrán salir definitivamente del dominio del Estado:

a) Las fuerzas que puedan obtenerse de las aguas del dominio público en el territorio nacional;

b) Los yacimientos de carbón, las fuentes y depósitos de petróleo, y cualesquiera otras sustancias hidrocarburadas, así como los depósitos de minerales radioactivos existentes en el territorio nacional;

c) Los servicios inalámbricos.

Los bienes mencionados en los apartes a), b) y c) anteriores sólo podrán ser explotados por la administración pública o por particulares, de acuerdo con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa.

Los ferrocarriles, muelles y aeropuertos nacionales - estos últimos mientras se encuentren en servicio- no podrán ser enajenados, arrendados ni gravados, directa o indirectamente, ni salir en forma alguna del dominio y control del Estado.” (El subrayado no corresponde al original).

II. Sobre la situación legal de los muelles 


Según se indica en su nota, el muelle de Golfito se encuentra en estado de deterioro y no cuenta esa Administración con los recursos suficientes para repararlo y darle mantenimiento, por lo que se plantea la posibilidad de darlo en arrendamiento, bajo la modalidad de contratación directa, a la persona que se encuentre interesada en ello.

Con fundamento en lo dicho en el punto anterior y ante la consulta planteada, conviene realizar una análisis de la situación legal en la que se enmarca los muelles. 

Considerando que la Constitución Política de forma expresa señala lineamientos estrictos en torno a la disposición que pueda hacerse sobre los muelles, no podría suponerse que ante el supuesto de quererse el mismo enajenar en forma alguna, sería de aplicación la normativa contemplada en la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento, teniéndose presente que sobre un bien como este (los muelles) impera un régimen de carácter constitucional, mediante el cual se limita su disposición en virtud de su naturaleza.

Así, de creer que el muelle en cuestión pudiese darse en arrendamiento mediante alguna de las modalidades de contratación reconocidas en la Ley supra citada, se  incurriría en violación del artículo constitucional, puesto que por medio de este último se estableció un régimen jurídico especial para aquellos bienes cuya naturaleza sea la de muelles (mismo que aplica para el ferrocarril y aeropuertos en servicios), en donde se define en primer término, el sujeto competente para enajenar y definir los usos propios de esos bienes, al atribuir en forma exclusiva esa facultad a la Asamblea Legislativa.

Por otra parte, como puede observarse del artículo citado, la forma elegida por el constituyente para disponer sobre la enajenación y  el uso de los bienes estatales difiere según la naturaleza que éstos posean.  La norma inicia con la regulación general aplicable a aquellos bienes denominados “demaniales o dominicales”, es decir, los que pertenecen al dominio del Estado y que se encuentran afectados a un uso público, quedando por lo tanto, fuera del comercio de los hombres, caracterizados por ser inalienables, imprescriptibles e inembargables.

Posteriormente el numeral establece algunos bienes públicos específicos  que no podrán salir del dominio exclusivo del Estado, cuya explotación corresponde a la Administración o a un particular si se cumplen los procedimientos de la concesión de esa obra que determine legalmente la Asamblea Legislativa y finalmente, el artículo regula otra categoría de bienes, a los cuales restringe aún más las facultades de disposición del Estado sobre ellos, porque además de imposibilitarse su  enajenación, no pueden ser arrendados o gravados, ni siquiera en forma indirecta, permaneciendo bajo el  control de la Administración.  Precisamente dentro de esta clase de bienes se pueden ubicar a los muelles.

El Instituto Costarricenses de Puertos del Pacífico, define en el artículo dos de su “Reglamento para las personas físicas y jurídicas que brindan servicios o suministros a buques que arriban a los puertos administrados por INCOP”, publicado en La Gaceta N. 231 del 01 de diciembre de 2003, el concepto de muelle de la siguiente forma:

“ Muelle: Parte de la infraestructura del puerto, destinada para la estadía del buque a efecto de facilitar sus operaciones de carga y descarga”.

Con base en la definición expuesta, considérese los bienes inmuebles pertenecientes al Estado que reúnan las condiciones reseñadas, obligados a cumplir con la finalidad muellera  a la que están afectos constitucionalmente, aún cuando su uso sea actual o potencial, por lo que, su simple “deterioro” “desuso” no puede considerarse una justificación para estimar que el mismo perdió su afectación constitucional, toda vez que precisamente es esa característica la que le permite al Estado volver a emplearlo posteriormente para alguna actividad muellera en la que se requiera.

Atendiendo lo anterior, y haciendo referencia al posible objeto del arrendamiento, debe tenerse presente que  su desafectación no podría hacerse por la vía de un convenio o contrato, pues queda claro que su disposición se permite acorde con los términos señalados por la Constitución Política.

Atentamente,

Lic. Manuel Corrales Umaña

Gerente Asociado

CCF/gca
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Archivo Central
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